
La oposición de Educación está plagada de recortes

La tasa de interinidad de la Educación Pública en la Alta Navarra ha alcanzado el
54%, tal y como ha señalado recientemente la Cámara de Comptos, y desde
2018  ha  aumentado  7  puntos.  Este  sistema  falla  estrepitosamente  para
consolidar al personal, ya que en los últimos años se jubila a más profesorado
que el que se funcionariza. Esto no ha ocurrido por casualidad, ya que resultan
más fáciles las privatizaciones y despidos con altas tasas de interinidad.

A partir de 2010 las oposiciones se redujeron considerablemente. En 2011 se
realizó una convocatoria de especialistas de inglés al objeto de utilizarlas como
tutoras del PAI. Una sentencia de 2014 prohibió este fraude y, desde entonces, el
Departamento de Educación ha intentado modificar la legislación estatal a fin de
exigir  el  requisito  del  inglés  en  las  oposiciones.  Mientras  no  lo  consiga,  las
oposiciones han contado y contarán con muy pocas plazas.

Por lo tanto, la previsión de OPE presentada en octubre era muy limitada, si
tenemos en cuenta la tasa de interinidad.  Sin embargo,  el  Departamento no
deseaba publicar la convocatoria hasta constatar lo sucedido en el Congreso de
Madrid con la ley de reducción de la interinidad.

El  25  de  noviembre  se  reunieron  todas  las  comunidades  autónomas  con  el
Ministerio de Educación y se les informó de la repercusión que este proyecto de
ley tendría en Educación. Tras conocerlo, el Departamento decidió reducir la OPE
prevista en un 18%, y suprimir dos especialidades en euskera. Según el proyecto
de  ley,  se  organizarán  concursos  de méritos  abiertos  y  quienes  cumplan  los
requisitos tendrán la posibilidad de presentarse a todos los concursos que se
convoquen. Queda claro que este procedimiento no garantizará la consolidación
del personal interino de una determinada administración.

La oposición recortada que se convoque no resolverá en absoluto el problema de
la interinidad, pero obligará a todo el profesorado a presentarse por si acaso. A
ello hay que sumar la gestión tóxica de las listas de contratación, ya que está
ligada a la oposición: la mayoría de la plantilla deberá preparar las pruebas si
quiere seguir trabajando, no para convertirse en funcionaria.

Entre los partidos que aprobarán el proyecto de ley, tres conforman el Gobierno
de Navarra: PSOE, PNV (Geroa Bai) y Podemos. Queda en sus manos mejorar la
ley y establecer concursos de méritos restringidos para estabilizar en su trabajo a
quienes han sacado adelante los servicios públicos de la Alta Navarra. Además,
resulta imprescindible derogar el PAI y sacar a concurso la totalidad de las plazas
estructurales, si se quiere limitar la tasa de interinidad al 8%.

Pamplona-Iruña, 01.12.2021


